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TÍTULO I.- DISPOSICIONES GENERALES 

 
 
Artículo 1. Objeto. 
 

La presente Ordenanza tiene por objeto regular y fijar los criterios y el procedimiento de 
concesión de las subvenciones otorgadas por el Ayuntamiento de Mérida, al amparo de lo que 
establece la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS) y R.D. 887/2006, de 
21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Subvenciones. 
 
 
Artículo 2. Concepto de subvención y ámbito de aplicación 
 

Se entiende por subvención, a los efectos de la presente Ordenanza, cualquier disposición 
dineraria efectuada por el Ayuntamiento de Mérida o entidades que de ella dependan, a favor de 
personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos: 
 

a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de los beneficiarios. 
b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un 

proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya 
efectuado o por efectuar, o la concurrencia de una situación, con la condición de que el 
beneficiario deberá cumplir las obligaciones materiales y formales que de ello se deriven. 

c) Que el proyecto, la acción, la conducta o la situación financiada tenga por objeto utilidad 
pública, interés social o de promoción de una finalidad pública. 

d) Las entregas de bienes, derechos o servicios que hayan sido adquiridos con la finalidad 
exclusiva de ser entregados a terceros en los términos que establezca la Ley General de 
Subvenciones. 

 
 
Artículo 3. Supuestos excluidos. 
 
1. La presente Ordenanza general no resultará de aplicación en los siguientes casos: 
 

a) Subvenciones impropias reguladas por la legislación tributaria o sectorial aplicable. 
b) Subvenciones otorgadas al concesionario de un servicio público que las reciba como 

contraprestación del funcionamiento del servicio. 
c) Las ayudas o auxilios para atender necesidades perentorias con la finalidad de atender 

problemas de carácter social. 
d) Subvenciones concedidas por otras administraciones en las cuales el Ayuntamiento actúe 

como simple intermediario. 
e) Aportaciones del Ayuntamiento de Mérida destinadas a financiar globalmente las actividades 

de los entes receptores: organismos autónomos; entidades públicas empresariales; 
consorcios; mancomunidades; fundaciones; asociaciones; etc. en las cuales esté representado 
el Ayuntamiento y a los cuales, anualmente, se realizan aportaciones económicas para 
financiar sus presupuestos. 

f) Subvenciones a favor de las asociaciones a las que hace referencia la disposición adicional 
quinta de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local (Federación y Asociación 
de Municipios). 
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g) Subvenciones a los grupos políticos representados en la Corporación para atender sus gastos 
de funcionamiento. 

h) Premios educativos, culturales, científicos o de cualquier otra naturaleza concedidos por la 
Diputación, que se regirán por lo dispuesto en su convocatoria específica. 

i) Los convenios celebrados entre Administraciones Públicas que conlleven una contraprestación 
a cargo del beneficiario. 

j) Los convenios y conciertos celebrados entre Administraciones Públicas que tengan por objeto 
la realización de los planes y programas conjuntos a que se refiere el artículo 7 de la Ley 
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común o la canalización de las subvenciones gestionadas a que 
se refiere el artículo 86 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, así 
como los convenios en que las Administraciones Públicas que los suscriban ostenten 
competencias compartidas de ejecución. 

k) Las aportaciones dinerarias que en concepto de cuotas ordinarias o extraordinarias satisfaga 
una Administración Pública española a organismos internacionales para financiar total o 
parcialmente, con carácter indiferenciado, la totalidad o un sector de la actividad del mismo. 

 
 
Artículo 4. Régimen jurídico. 
 

El marco legal por el cual se regirán las subvenciones está constituido por: 
 

a) La Ley estatal 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y R. D. 887/06, de 21 
de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Subvenciones. 

b) La legislación básica del Estado reguladora de la Administración Local (especialmente la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales). 

c) La legislación de la Comunidad Autónoma. 
d) Normativa europea. 
e) La propia Ordenanza general de subvenciones. 

 
 
Artículo 5. Plan Estratégico de Subvenciones. 
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la LGS y artículos. 10, 11, 12, 13, 14 y 15 
del Reglamento de Subvenciones, el Ayuntamiento de Mérida, con carácter anual y previo a las 
distintas convocatorias y concesiones, procederá a la aprobación de un Plan Estratégico de 
Subvenciones destinado a concretar los objetivos, directrices y efectos que se pretenden, costes 
previsibles y fuentes de financiación, supeditándose en todo caso, al cumplimiento de los objetivos de 
estabilidad presupuestaria. 
 
 
Artículo 6. Carácter de las subvenciones. 
 
1. Las subvenciones reguladas por la presente Ordenanza general poseen carácter voluntario y 
eventual, son libremente revocables y reducibles en todo momento, no generan ningún derecho a la 
obtención de otras subvenciones en años posteriores, y no pueden alegarse como precedente. 
 
2. Las subvenciones están afectas al cumplimiento de la finalidad de interés general a que se 
condicione el otorgamiento y poseen carácter no devolutivo, sin perjuicio del reintegro inherente al 
incumplimiento de las condiciones y cargas impuestas en el acto de concesión. 
 
3. En cualquier caso, el Ayuntamiento y las entidades que de ella dependen quedarán exentas de toda 
responsabilidad civil, mercantil, laboral o de cualquier tipo que se derive de las actuaciones a las que 
queden obligadas las personas o entidades subvencionadas. 
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TÍTULO II.- PROCEDIMIENTO Y GESTIÓN DE LAS SUBVENCIONES 
 
 
Artículo 7. Principios generales. 
 

La gestión de las subvenciones a que hace referencia la presente Ordenanza general se realizará 
con arreglo a los siguientes principios: 
 

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación. 
b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración otorgante. 
c) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 

 
 
Artículo 8. Cuantía de las subvenciones. 
 
1. En ningún caso podrán otorgarse subvenciones por cuantía superior a la que se determine en la 
convocatoria. 
 
2. En ningún caso el importe de la subvención rebasará el coste de la actividad subvencionada, 
incluyéndose el importe de otras subvenciones obtenidas para la realización de la misma. 
 
 
Artículo 9. Requisitos para su otorgamiento. 
 
1. Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que 
establezcan las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta Ley. Estas 
bases podrán aprobarse mediante modificación de las presentes bases de ejecución de este 
presupuesto, a través de una Ordenanza general de subvenciones. 
 
2. Adicionalmente, el otorgamiento de una subvención debe cumplir los siguientes requisitos: 
 

a) La competencia del órgano administrativo concedente. La competencia para conceder 
subvenciones será de la Junta de Gobierno Local u órgano delegado. 

b) La existencia de crédito adecuado y suficiente para atender las obligaciones de contenido 
económico que se derivan de la concesión de la subvención. 

c) La tramitación del procedimiento de concesión de acuerdo con las normas que resulten de 
aplicación. 

d) La fiscalización previa de los actos administrativos de contenido económico, en los términos 
previstos en las leyes. 

e) La aprobación del gasto por el órgano competente para ello. 
 
 
Artículo 10. Financiación de las actividades subvencionadas. 
 

La normativa reguladora de la subvención podrá exigir un importe de financiación propia para 
cubrir la actividad subvencionada y determinará el régimen de compatibilidad o incompatibilidad para la 
percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes 
de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 
 

El importe de las subvenciones en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en 
concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad 
subvencionada. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la 
subvención, y en todo caso la obtención concurrente de otras aportaciones fuera de los casos 
permitidos en las normas reguladoras, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, 
en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención. No podrán otorgarse 
subvenciones por cuantía superior a la que se determine en la convocatoria. 
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Artículo 11. Beneficiarios. 
 

Tendrá la consideración de beneficiario de subvenciones la persona que haya de realizar la 
actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que legitima su 
concesión. 
 

Tendrán igualmente la consideración de beneficiario las personas jurídicas así como los 
miembros asociados de la misma, que se comprometan a efectuar la totalidad o parte de las 
actividades que fundamentan la concesión de la subvención en nombre y por cuenta de la persona 
jurídica. 
 

También podrán acceder a la condición de beneficiario las agrupaciones de personas físicas o 
jurídicas, públicas o privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los proyectos 
o actividades que motivan la concesión de la subvención. 

 
En cualquier caso, los beneficiarios deberán acreditar su domiciliación en el municipio de 

Mérida. 
 
Son obligaciones de los beneficiarios: 
 

1. Cumplir el proyecto o actividad que fundamentó la concesión de la subvención. 
 
2. Justificar ante el Ayuntamiento de Mérida, el cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como 
la realización de la actividad y finalidad que determinen la concesión de la subvención. 
 
3. Someterse a las actuaciones de comprobación y control financiero que sean debidamente 
requeridas por los órganos municipales, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio 
de estas actuaciones y que estén relacionadas con la concesión de la subvención. 
 
4. Comunicar al Ayuntamiento la obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que 
financien las actividades subvencionadas. Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se 
conozca y, en todo caso, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos 
percibidos. 
 
5. Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión que se halla al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, así como 
con este Ayuntamiento. 
 
6. En el caso de ser obligatorio para la actividad, disponer de los libros contables, registros 
diligenciados y demás documentos debidamente auditados en los términos exigidos por la legislación 
mercantil y sectorial aplicable, o en su caso, los estados contables que garanticen el adecuado 
ejercicio de las facultades de comprobación y control. 
 
7. Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, incluidos los 
documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de control y comprobación. 
 
8. Deberán dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación de programas, 
actividades, inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de subvención, con el logotipo 
aprobado por el Ayuntamiento de Mérida. 
 
9. Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 de 
esta Ley. 
 
Artículo 12. Principios económicos. 
 

Las respectivas convocatorias fijarán las cuantías máximas de las subvenciones susceptibles de 
concesión, imputables a las partidas presupuestarias y con los créditos disponibles, atendiendo en 
todo caso, a lo establecido en las bases de ejecución del presupuesto municipal. 
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La cuantía de la subvención podrá venir determinada de forma individualizada o bien resultar de 
la aplicación de porcentajes destinados a gastos o actividades que se fijen en la convocatoria. 
 

En cualquier caso, la cuantía máxima subvencionable no podrá superar el importe solicitado ni el 
total de la actividad. 
 

Siempre que así se establezca en la respectiva convocatoria, el importe no concedido podrá 
prorratearse entre los beneficiarios de la convocatoria, sin superar el importe máximo global. 
 

Será la convocatoria la que determine el régimen de compatibilidad o incompatibilidad para la 
percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, así como la 
realización de pagos a cuenta o pagos anticipados. Estos últimos supondrán entregas de fondos con 
carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones 
inherentes a la subvención. 
 

En caso de su no previsión en la respectiva convocatoria, el pago de la subvención se realizará 
previa justificación, por el beneficiario, de la realización de la actividad o proyecto. 
 
 
Artículo 13. Entidades colaboradoras. 
 

Será entidad colaboradora aquella que, actuando en nombre y por cuenta del órgano 
concedente a todos los efectos relacionados con la subvención, entregue y distribuya los fondos 
públicos a los beneficiarios cuando así se establezca en las bases reguladoras, o colabore en la 
gestión de la subvención sin que se produzca la previa entrega y distribución de los fondos recibidos. 
Estos fondos, en ningún caso, se considerarán integrantes de su patrimonio. Igualmente tendrán esta 
condición los que habiendo sido denominados beneficiarios conforme a la normativa comunitaria 
tengan encomendadas, exclusivamente, las funciones enumeradas anteriormente. 
 
 
Artículo 14. Procedimiento de concesión mediante concurrencia competitiva. 
 
1. El procedimiento ordinario de concesión de subvenciones será en régimen de concurrencia 
competitiva. 
 

Tendrá la consideración de concurrencia competitiva el procedimiento mediante el cual la 
concesión de las subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a 
fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración 
previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, con el límite fijado en la 
convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación 
de los citados criterios. 
 

En este supuesto, la propuesta de concesión se formulará al órgano concedente por un órgano 
colegiado a través del órgano instructor. La composición del órgano colegiado será la que establezcan 
las correspondientes bases reguladoras. 
 

Excepcionalmente, siempre que así se prevea en las bases reguladoras, el órgano competente 
procederá al prorrateo, entre los beneficiarios de la subvención, del importe global máximo destinado a 
las subvenciones. 
 
1.1. Iniciación. 
 

El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia siempre de oficio, mediante 
convocatoria aprobada por el órgano competente, que desarrollará el procedimiento para la concesión 
de las subvenciones convocadas según lo establecido en la Ley General de Subvenciones y de 
acuerdo con los principios de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y tendrá necesariamente el 
siguiente contenido: 
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a) Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases reguladoras y del diario 
oficial en que está publicada, salvo que en atención a su especificidad éstas se incluyan en la 
propia convocatoria. 

b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía total máxima de las 
subvenciones convocadas dentro de los créditos disponibles o, en su defecto, cuantía 
estimada de las subvenciones. 

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención. 
d) Expresión de que la concesión se efectúa mediante un régimen de concurrencia competitiva. 
e) Requisitos para solicitar la subvención y forma de acreditarlos. 
f) Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del procedimiento. 
g) Plazo de presentación de solicitudes. 
h) Plazo de resolución y notificación. 
i) Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición. 
j) En su caso, posibilidad de reformulación de solicitudes. 
k) Criterios de valoración de las solicitudes. 
l) Medio de notificación o publicación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

 
1.2. Instrucción. 
 

La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde al órgano que se 
designe en la convocatoria. 
 

El órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actuaciones estime 
necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales 
debe formularse la propuesta de resolución. 
 
Las actividades de instrucción comprenderán: 
 
a) Petición de cuantos informes estime necesarios para resolver o que sean exigidos por las normas 
que regulan la subvención. En la petición se hará constar, en su caso, el carácter determinante de 
aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de 10 días, salvo que el órgano 
instructor, atendiendo a las características del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su 
emisión en un plazo menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de dos meses. 
Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el informe calificado por disposición legal expresa 
como preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante, podrá interrumpirse el plazo de los trámites 
sucesivos. 
 
b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los criterios, formas y prioridades 
de valoración establecidos en la norma reguladora de la subvención o, en su caso, en la convocatoria. 
La norma reguladora de la subvención podrá contemplar la posibilidad de establecer una fase de 
preevaluación en la que se verificará el cumplimiento de las condiciones impuestas para adquirir la 
condición de beneficiario de la subvención. 
 

Una vez evaluadas las solicitudes, se emitirá informe en el que se concrete el resultado de la 
evaluación efectuada. 
 

El órgano instructor, a la vista del expediente y del informe emitido al respecto, formulará la 
propuesta de resolución provisional, debidamente motivada, que deberá notificarse a los interesados 
en la forma que establezca la convocatoria, y se concederá un plazo de 10 días para presentar 
alegaciones. 

 
Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en procedimiento ni sean tenidos 

en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los interesados. En este 
caso, la propuesta de resolución formulada tendrá el carácter de definitiva. 
 

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por los interesados, se formulará la propuesta 
de resolución definitiva, que deberá expresar el solicitante o la relación de solicitantes para los que se 
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propone la concesión de la subvención, y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios de 
valoración seguidos para efectuarla. 

 
El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor en el 

que conste que de la información que obra en su poder se desprende que los beneficiarios cumplen 
todos los requisitos necesarios para acceder a las mismas. 

 
La propuesta de resolución definitiva, cuando resulte procedente de acuerdo con las bases 

reguladoras, se notificará a los interesados que hayan sido propuestos como beneficiarios en la fase 
de instrucción, para que en el plazo previsto en dicha normativa comuniquen su aceptación. 

 
La propuesta de resolución provisional no creará derecho alguno a favor del beneficiario 

propuesto, frente a la Administración, mientras no se le haya notificado la resolución definitiva de 
concesión. 
 
1.3. Resolución. 
 

Una vez aprobada la propuesta de resolución definitiva, y de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y, en su caso, en la correspondiente norma o 
convocatoria, el órgano competente resolverá el procedimiento. 
 

La resolución se motivará de conformidad con lo que dispongan las bases reguladoras de la 
subvención debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la 
resolución que se adopte. 
 

La resolución, además de contener el solicitante o relación de solicitantes a los que se concede 
la subvención, hará constar, en su caso, de manera expresa, la desestimación del resto de las 
solicitudes. 
 

El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento no podrá exceder de 
tres meses, salvo que una norma con rango de ley establezca un plazo mayor o así venga previsto en 
la normativa de la Unión Europea. 
 

El plazo se computará a partir de la publicación de la correspondiente convocatoria, salvo que la 
misma posponga sus efectos a una fecha posterior. 
 

El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución legitima a los interesados 
para entender desestimada por silencio administrativo la solicitud de concesión de la subvención. 
 
 
Artículo 15. Procedimiento de concesión de forma nominativa o directa. 
 

Podrán concederse de forma directa, dentro del importe máximo autorizado por los créditos 
definitivos, las siguiente subvenciones: 
 

a) Las previstas de forma nominativa en el presupuesto municipal. 
b) Con carácter excepcional, aquellas otras subvenciones en que se acrediten razones de interés 

público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública. 

 
Los convenios serán el instrumento habitual para canalizar las subvenciones previstas 

nominativamente en el presente presupuesto. Estos convenios serán firmados por el Alcalde. 
 

La concesión de cantidad alguna con cargo a cualquier otra dotación presupuestaria o concepto 
requerirá de informe justificativo y explicativo de las razones anteriormente expuestas y que motivan la 
concesión directa de la subvención. El informe deberá ser emitido por el Concejal Delegado 
correspondiente. 
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La resolución de concesión y, en su caso, los convenios a través de los cuales se canalicen 
estas subvenciones establecerán las condiciones y compromisos aplicables. Los beneficiarios deberán 
dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación de programas, actividades, 
inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto de subvención, en los términos 
reglamentariamente establecidos. 
 
 
Artículo 16. Justificación de las subvenciones. 
 

a) La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los 
objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará en forma de 
cuenta justificativa del gasto realizado. 

 
b) La rendición de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario o de la 

entidad colaboradora, en la que se deben incluir, bajo responsabilidad del declarante, los 
justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que permitan acreditar el 
cumplimiento del objeto de la subvención pública. La cuenta deberá incluir declaración de las 
actividades realizadas que han sido financiadas con la subvención y su coste, con el desglose 
de cada uno de los gastos incurridos, y su presentación se realizará, como máximo, en el 
plazo de tres meses desde la finalización del plazo para la realización de la actividad. 

 
c) Los gastos se acreditarán mediante facturas y demás documentos de valor probatorio 

equivalente con validez en el tráfico jurídico mercantil o con eficacia administrativa. 
 

d) La acreditación de los gastos también podrá efectuarse mediante facturas electrónicas, 
siempre que cumplan los requisitos exigidos para su aceptación en el ámbito tributario. En los 
Servicios de Intervención existirá un sistema de validación y estampillado de justificantes de 
gasto que permita el control de la concurrencia de subvenciones. 

 
e) Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con la subvención, con fondos 

propios u otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en la justificación el importe, 
procedencia y aplicación de tales fondos a las actividades subvencionadas. 

 
f) Las subvenciones que se concedan en atención a la concurrencia de una determinada 

situación en el perceptor no requerirán otra justificación que la acreditación por cualquier 
medio admisible en derecho de dicha situación previamente a la concesión, sin perjuicio de los 
controles que pudieran establecerse para verificar su existencia. 

 
g) El incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención en los términos 

establecidos en este capítulo o la justificación insuficiente de la misma llevará aparejado el 
reintegro en las condiciones previstas en el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones. 

 
 
Artículo 17. Gastos subvencionables. 
 
a) Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en esta Ley, aquellos que de manera 
indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, y se realicen en el plazo 
establecido por las diferentes bases reguladoras de las subvenciones. En ningún caso el coste de 
adquisición de los gastos subvencionables podrá ser superior al valor de mercado. 
 
b) Se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado con anterioridad a la 
finalización del período de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención. 
Cuando el importe del gasto subvencionable supere las cuantías establecidas en el artículo 122. 3 de 
la Ley de Contratos del Sector Público, para los supuestos de obras, servicios, suministros, consultoría 
o asistencia técnica, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas con carácter previo a la 
realización del gasto, salvo que por las especiales características de los gastos subvencionables no 
exista en el mercado suficiente número de entidades que lo suministren o presten, o salvo que el gasto 
se hubiera realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención. La elección entre las ofertas 
presentadas que deberán aportarse en la justificación, o en su caso, en la solicitud de la subvención, 
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se realizará conforme a criterios de eficiencia y economía, debiendo justificarse expresamente en una 
memoria la elección cuando no recaiga en la propuesta económica más ventajosa. 
 
c) Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurídica o financiera, los gastos notariales y 
registrales y los gastos periciales para la realización del proyecto subvencionado y los de 
administración específicos son subvencionables si están directamente relacionados con la actividad 
subvencionada y son indispensables para la adecuada preparación o ejecución de la misma, y siempre 
que así se prevea en las bases reguladoras. Con carácter excepcional, los gastos de garantía bancaria 
podrán ser subvencionados cuando así lo prevea la normativa reguladora de la subvención. 
 
d) En ningún caso serán gastos subvencionables: 
 

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias. 
b) Intereses, recargos y sanciones administrativas y penales. 
c) Los gastos de procedimientos judiciales. 

 
Los tributos son gastos subvencionables cuando el beneficiario de la subvención los abona 

efectivamente. En ningún caso se consideran gastos subvencionables los impuestos indirectos cuando 
sean susceptibles de recuperación o compensación ni los impuestos personales sobre la renta. 
 

Los costes indirectos habrán de imputarse por el beneficiario a la actividad subvencionada en la 
parte que razonablemente corresponda de acuerdo con principios y normas de contabilidad 
generalmente admitidas y, en todo caso, en la medida en que tales costes correspondan al período en 
que efectivamente se realiza la actividad. 
 
 
Artículo 18. Procedimiento de gestión presupuestaria. 
 
a) Con carácter previo a la convocatoria de la subvención o a la concesión directa de la misma, deberá 
efectuarse la aprobación del gasto. 
La resolución de concesión de la subvención conllevará el compromiso del gasto correspondiente. 
 
b) El pago de la subvención se realizará previa justificación, por el beneficiario, de la realización de la 
actividad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento para el que se concedió en los términos 
establecidos en la normativa reguladora de la subvención. Cuando la naturaleza de la subvención así 
lo justifique, podrán realizarse pagos a cuenta. Dichos abonos a cuenta podrán suponer la realización 
de pagos fraccionados que responderán al ritmo de ejecución de las acciones subvencionadas, 
abonándose por cuantía equivalente a la justificación presentada. 
 
c) También se podrán realizar pagos anticipados que supondrán entregas de fondos con carácter 
previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones 
inherentes a la subvención. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se 
halle al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o sea 
deudor por resolución de procedencia de reintegro, extremo que deberá ser acreditado en la Tesorería 
municipal con carácter previo a la realización del pago. 
 
El órgano concedente comprobará la adecuada justificación de la subvención, así como la realización 
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la 
subvención. 
 
 
Artículo 19. Control financiero de las subvenciones. 
 

El control financiero de subvenciones que otorgue este Ayuntamiento se llevará a cabo mediante 
auditoria que se contratará con empresas privadas quedando reservadas a la Intervención General las 
actuaciones que supongan el ejercicio de las potestades administrativas. 
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Artículo 20. Procedimiento para la gestión, tramitación y justificación de las subvenciones de las que 
sea beneficiario el Ayuntamiento de Mérida. 
 
Primero.- La Junta de Gobierno Local , o en su caso el Alcalde-Presidente, serán competentes, para 
comprometer gastos en ejercicios corrientes o futuros, con destino a la aportación municipal para la 
concurrencia a proyectos subvencionables. 
 

En el caso de que sea concedido definitivamente el proyecto para el que se solicitó la 
subvención, se deberá dotar presupuestariamente el importe definitivo de la aportación municipal, bien 
con cargo a los créditos del ejercicio en curso o consignándose en los presupuestos futuros, de la 
delegación municipal correspondiente. 
 
Segundo.- De acuerdo con lo establecido en el apartado anterior, para la generación de cualquier 
crédito presupuestario, derivado de la aprobación a favor de este Ayuntamiento de proyectos 
subvencionables, se deberán comunicar a la Delegación de Hacienda los siguientes datos: 
 

a) Delegación municipal responsable de la gestión del proyecto o actividad subvencionada. 
b) Resolución de la entidad concedente de la subvención. 
c) Importe total del proyecto, desglosando en su caso la aportación municipal con cargo a los 

recursos propios municipales. Se deberá acompañar retención de crédito presupuestario, 
correspondiente a la aportación municipal. 

d) Normativa reguladora, así como fecha de inicio y fin del periodo temporal de la subvención 
concedida. 

e) Persona o entidad responsable de la gestión, tramitación y justificación en plazo de la 
subvención concedida. El responsable será la encargada de recabar la documentación 
necesaria de las distintas Delegaciones Municipales u órganos administrativos, con el fin de 
que se justifique en tiempo y forma la subvención concedida. Asimismo, a fin de justificar la 
subvención, el órgano gestor deberá emitir un informe en el que se acredite que el importe de 
los gastos de la subvención ha sido destinado a los fines previstos en la resolución de 
concesión, y que los mismos tienen la condición de elegibles. 

f) A los efectos establecidos en este acuerdo, tendrán la consideración de órganos gestores de 
las subvenciones municipales, las personas físicas o jurídicas adjudicatarias de contratos de 
servicios que tengan como por objeto la asistencia técnica para la gestión de la subvención 
concedida. 

 
 
Artículo 21. Obligación de justificar. 
 

El incumplimiento de las obligaciones de justificación enumeradas en este título llevará consigo 
el inicio del procedimiento de reintegro en los términos recogidos en la presente Ordenanza. 
 
 
Artículo 22. Comprobación de las justificaciones. 
 
1. La Intervención General comprobará que las justificaciones se presentan en los plazos fijados y las 
comprobará formalmente, y podrá requerirse al beneficiario para que subsane defectos, complete la 
documentación o amplíe la información. 
 
2. El Ayuntamiento podrá comprobar el valor de mercado de los gastos subvencionados, utilizando los 
criterios señalados en el artículo 33 de la L.G.S. 
 
 
Artículo 23. Subcontratación de actividades subvencionadas. 
 

El beneficiario de subvenciones por actividades podrá subcontratar la ejecución total o parcial de 
la actividad que constituye el objeto de la subvención, de conformidad con lo previsto en el artículo 29 
de la L.G.S. 
 
 

 10



 

TÍTULO III.- NULIDAD, REVISIÓN Y REINTEGRO DE LAS SUBVENCIONES 
 
 
Artículo 24. Nulidad de las resoluciones de concesión de subvenciones. 
 
1. Son causas de nulidad de las resoluciones de concesión: 
 

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

b) La carencia o insuficiencia de crédito presupuestario. 
 
2. Son causas de anulabilidad de la resolución de concesión el resto de infracciones del ordenamiento 
jurídico, y, en especial, de las reglas contenidas en la LGS, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 63 de la Ley 30/1992, anteriormente mencionada. 
 
3. La tramitación y declaración de nulidad se ajustará a lo dispuesto en el artículo 36 de la L.G.S. 
 
 
Artículo 25. Revisión. 
 

La resolución de otorgamiento de una subvención puede ser revisada por el Ayuntamiento o por 
sus organismos dependientes, una vez transcurrido el plazo de audiencia de 10 días concedido al 
beneficiario, bien sea en relación con su contenido o condicionado, bien en relación con el importe de 
la subvención, en los siguientes supuestos: 
 

a) Cuando se produzca una alteración en las condiciones que determinaron la concesión de la 
subvención. 

b) Cuando el beneficiario haya obtenido para la misma actuación otras subvenciones, ayudas o 
aportaciones de cualquier origen, público o privado, que sumados a la del Ayuntamiento 
superen el coste total de la obra o de la actividad subvencionada o aquel porcentaje que se 
haya fijado en las bases específicas. 

 
 
Artículo 26. Reintegro de subvenciones ya satisfechas. 
 
1. Cuando, como consecuencia de la anulación, revocación o revisión de la subvención, el importe 
definitivo de ésta sea inferior al importe pagado, el perceptor estará obligado a reintegrar el exceso. 
Del mismo modo, estará obligado a reintegrar el beneficiario que ha percibido la subvención falseando 
las condiciones exigidas o escondiendo aquéllas que hubieran impedido su concesión; por 
incumplimiento total o parcial del objetivo de la actividad o del proyecto; por incumplimiento de la 
obligación de justificar en los plazos establecidos; por resistencia u obstrucción a las actuaciones de 
comprobación y de control financiero y en otros supuestos previstos en la normativa de la L.G.S. 
 
2. Asimismo, el ente subvencionado deberá ingresar los intereses de demora, calculados según los 
tipos de interés legal incrementado en el porcentaje que la Ley General de Presupuestos establezca, 
devengados desde el momento del pago hasta la fecha del acuerdo de reintegro. 
 
3. Estos ingresos tendrán el carácter de ingresos de derecho público. El periodo de ingreso en vía 
voluntaria será el establecido con carácter general para los ingresos directos. Si no se ingresaran 
dentro de este periodo se procederá por vía de compensación o de apremio de conformidad con el 
Reglamento General de Recaudación. 
 

Cuando el subvencionado sea una persona jurídica, los administradores serán sus responsables 
subsidiarios. 
 

En general el reintegro del pago indebido de subvenciones se regirá por lo que disponen los 
artículos 36 a 43 de la L.G.S. 
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TÍTULO IV.- INFRACCIONES, SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y 
RESPONSABILIDADES EN MATERIA DE SUBVENCIONES 

 
 
Artículo 27. Infracciones y sanciones administrativas. 
 

Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones, las acciones y omisiones 
tipificadas en los artículos 52 y siguientes de la L.G.S. 
 

Las infracciones se considerarán leves, graves o muy graves de acuerdo con los supuestos de 
la Ley mencionada y se aplicarán a los infractores las sanciones tipificadas en la misma. El 
procedimiento sancionador se tramitará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la L.G.S. 
 

Las sanciones podrán consistir en una multa fija o proporcional. La sanción pecuniaria 
proporcional se aplicará sobre la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada. Dicha 
multa será independiente de la obligación de reintegro contemplada en la norma 24, y para su cobro se 
considerará como un ingreso de derecho público y se aplicará el Reglamento General de Recaudación. 
En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva de delito, el Ayuntamiento de Mérida o 
sus organismos dependientes pasarán la denuncia a la jurisdicción competente y se abstendrán de 
seguir el procedimiento sancionador entretanto la autoridad judicial no dicte sentencia en firme, tenga 
lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente por 
el Ministerio Fiscal. 
 

Las sanciones se graduarán y se cuantificarán de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 60, 
61, 62 y 63 de la L.G.S. 
 
 
Artículo 28. Responsabilidades. 
 

Los perceptores de subvenciones concedidas por el Ayuntamiento de Mérida o por las entidades 
que de ella dependen, se obligan a ejecutar las actividades subvencionadas de conformidad con los 
principios de buena administración, buena fe y presunción de legalidad. 
 

El incumplimiento de dichos principios originará las responsabilidades que en cada caso 
correspondan y la incoación del expediente de reintegro de la subvención. 
 

La responsabilidad administrativa será exigida de conformidad con lo que prevén el artículo 176 
y siguientes de la Ley estatal 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. Las 
responsabilidades contable y penal las exigirán los órganos competentes de conformidad con la 
normativa que regula el Tribunal de Cuentas (Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo), y lo que se 
dispone sobre esta materia en el Código Penal (artículos 308 y 309). 
 
 
 

TÍTULO V.- CONTROL FINANCIERO DE LAS SUBVENCIONES 
 
 
Artículo 29. Control financiero de las subvenciones. 
 
1. La Intervención General del Ayuntamiento de Mérida podrá implementar los mecanismos que estime 
oportunos para desarrollar el control financiero de las subvenciones otorgadas, preferentemente 
mediante técnicas de auditorías y muestreo. 
 
2. El control financiero lo efectuará la Intervención General, de conformidad con lo que disponen los 
artículos 220 a 222 del Texto Refundido de la L.R.H.L.; el título III de la L.G.S.; el título VI de la Ley 
General Presupuestaria y el resto de normas concordantes. 
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Se podrá contratar para esta tarea, a través del correspondiente expediente de contratación, la 
colaboración de empresas privadas de auditoria para la realización de controles financieros de 
subvenciones las cuales deberán seguir la metodología utilizada por la propia Intervención. 
 

Los beneficiarios y terceros relacionados con el objeto de la subvención o de su justificación 
estarán obligados a prestar colaboración y a facilitar la documentación que les sea requerida por el 
personal que efectúe el control financiero, el cual tendrá las siguientes facultades: Libre acceso a la 
documentación objeto de comprobación; a los locales de negocio y otros establecimientos o lugares en 
los que se desarrolle la actividad subvencionada; la obtención de facturas, documentos equivalentes y 
cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que existan indicios de la incorrecta 
obtención o destino de la subvención y el libre acceso a la información de cuentas bancarias 
relacionadas con las subvenciones objeto de control. 
 
 
 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
 
 
Única.- Normativa reguladora para el otorgamiento de una subvención sobre el importe de la cuota 
líquida del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de carácter urbano, correspondientes a la vivienda 
habitual a aquellas personas que sean sujetos pasivos de dicho impuesto y estén empadronadas en 
Mérida. 
 
1. Objeto, carácter y normativa aplicable. 
 

En conformidad con las previsiones del artículo 17.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones (LGS) estas disposiciones constituyen la normativa reguladora para el 
otorgamiento de una subvención sobre el importe de la cuota líquida del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles de carácter urbano, correspondientes a la vivienda habitual a aquellas personas que sean 
sujetos pasivos de dicho impuesto y estén empadronadas en Mérida. 
 
2. Beneficiarios de la subvención. 
 

De acuerdo y conforme a su contenido podrán solicitar esta subvención los sujetos pasivos del 
Impuesto sobre los Bienes Inmuebles de naturaleza urbana correspondiente a su vivienda habitual y 
que acrediten los niveles de ingresos que se especifiquen en las convocatorias de dichas 
subvenciones. 
 

Los solicitantes deberán acreditar el pago, o en su caso fraccionamiento, aplazamiento o 
suspensión del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, por el que se solicita la subvención. 
 

Únicamente se tendrá derecho a dicha bonificación por una sola vivienda, que ha de coincidir 
con la vivienda habitual, entendiéndose por tal aquella en la que se encuentran empadronados todos 
los miembros de la unidad familiar. 
 
3. Condiciones y tramitación. 
 

La concesión de las subvenciones se tramitará por la Delegación Municipal de Servicios 
Sociales, previa convocatoria de concurso público mediante acuerdo de la Junta de Gobierno Local, a 
través de un procedimiento que se iniciará con la solicitud de los interesados, formulada conformo el 
modelo que suministrará el Ayuntamiento, que hará falta presentar dentro del plazo fijado en cada 
convocatoria. 
 
4. Requisitos de las convocatorias. 
 

En cada convocatoria se establecerá los requisitos para acceder a dicha subvención, teniendo 
en cuenta, entre otros los siguientes criterios: 

 
a) Valor catastral del bien inmueble que constituya el domicilio habitual del solicitante. 

 13



 

b) Nivel de ingresos anuales, fijados en la convocatoria. 
c) Número de miembros de la unidad familiar. 
d) Otros criterios de carácter económico o social que se determine en cada convocatoria. 

 
5. Crédito presupuestario. 
 

La resolución de convocatoria indicará expresamente la partida del presupuesto municipal de 
cada año a la que se habrá de imputar el importe total previsto de esta subvención, que en cualquier 
caso, estará condicionado a la existencia de crédito adecuado y suficiente en el presupuesto del año 
en curso. 
 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
 

La presente Ordenanza general entrará en vigor al día siguiente de su publicación íntegra en el 
Boletín Oficial de la Provincia de Badajoz y continuará en vigor mientras no se acuerde su modificación 
o derogación expresa. 
 
 
El Interventor Geneneral, Francisco Javier González Sánchez. 
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